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I. NOVEDADES NORMATIVAS
De interés para los entes locales resaltamos sólo como nota informativa la adopción por parte del Consejo de la Decisión de 31 de enero de 2011 relativa a la celebración del Acuerdo entre la Unión Europea y la Confederación Suiza, por el que se establecen las condiciones para la participación de la Confederación Suiza en el programa «La juventud en acción» y en el programa de acción en el ámbito del aprendizaje permanente (2007-2013), (DOUE L 32, de 8 de febrero de 2011), puesto que ambos han sido mencionados en el apartado de proyectos en varios de los informes presentados con anterioridad, incluyendo el presente informe en el caso del primero de esos programas. Por otra parte, desde el último informe de 18 de diciembre de 2010 se han producido las siguientes novedades legislativas:

- Reglamento 181/2011 del Parlamento y del Consejo, de 16 de febrero de 2011 sobre los derechos de los viajeros de autobús y autocar y por el que se modifica el Reglamento 2006/2004, DOUE L 55, de 28 de febrero de 2011.
Este nuevo conjunto de disposiciones persigue, entre otras cosas, que se garantice un elevado nivel de protección de los viajeros, comparable al de otros modos de transporte, independientemente del lugar al que viajen, y por otra parte, se tienen plenamente en cuenta las exigencias en materia de protección de los consumidores en general. Indica el Reglamento que dado que los viajeros de autobús y autocar constituyen la parte más débil del contrato de transporte, se les debe conceder un nivel mínimo de protección. Por ello, en la norma que comentamos se establecen disposiciones en varios frentes:

- la no discriminación entre los viajeros en las condiciones de transporte ofrecidas por los transportistas;

- los derechos de los viajeros en caso de accidente resultante del uso del autobús o del autocar con resultado de fallecimiento o lesiones personales, o pérdida o daños sufridos por el equipaje;

- la no discriminación y la asistencia obligatoria a las personas con discapacidad o con movilidad reducida;

- los derechos de los viajeros en caso de cancelación o retraso;

- la información mínima que debe darse a los viajeros;

- la tramitación de las reclamaciones.

Concretamente, en lo que se refiere a las indemnizaciones se dice que los viajeros, de conformidad con el Derecho nacional vigente, tendrán derecho a una indemnización por fallecimiento, que comprenderá unos gastos funerarios razonables, o lesiones personales, así como por la pérdida o daño del equipaje, debidos a accidentes resultantes del uso del autobús o autocar. En caso de fallecimiento de un viajero, este derecho se aplicará como mínimo a las personas con las que este tuviera o hubiera tenido en el futuro una obligación de alimentos.

El importe de la indemnización se calculará de conformidad con el Derecho nacional vigente. El límite máximo establecido por el Derecho nacional a la indemnización por fallecimiento o lesiones personales o por la pérdida o daño del equipaje para cada ocasión no será inferior a:

a) 220 000 € por viajero;

b) 1 200 € por pieza de equipaje.

También se contemplan los daños causados a sillas de ruedas, equipos de movilidad o dispositivos de asistencia, cuya indemnización equivaldrá siempre al coste de la sustitución o reparación del equipo perdido o dañado.

Además, en caso de accidente resultante del uso del autobús o autocar, el transportista proporcionará una asistencia adecuada y proporcionada a los viajeros para sus necesidades prácticas inmediatas tras el accidente. Esta asistencia incluirá, cuando resulte necesario, alojamiento, comida, ropa, transporte y prestación de primeros auxilios. La asistencia prestada no constituirá reconocimiento de responsabilidad. El transportista podrá limitar el coste total del alojamiento a 80 € por noche y por viajero, por un máximo de dos noches.

También se contemplan los derechos de los viajeros en caso de cancelación señalando que, cuando un transportista tenga razones para suponer que un servicio regular vaya a cancelarse o a tener un retraso de más de 120 minutos en su salida desde una estación, así como en caso de sobre-reserva, le ofrecerá de inmediato al viajero elegir entre:

- continuación o recorrido alternativo hasta el destino final sin coste adicional y en la primera ocasión posible, en condiciones comparables a las estipuladas en el contrato de transporte;

- reembolso del precio del billete y, si procede, un servicio de vuelta gratuito en autobús o autocar en la primera ocasión posible, al primer punto de partida mencionado en el contrato de transporte.

Si el transportista no ofrece al viajero esta posibilidad, éste tendrá derecho a percibir una indemnización que ascenderá al 50 % del precio del billete, además del reembolso estipulado. El transportista abonará dicha cantidad en el plazo de un mes a partir de la presentación de la solicitud de indemnización.

En caso de avería del autobús o autocar durante el viaje, el transportista facilitará bien la continuación del servicio con otro vehículo desde el punto en que se encuentre el vehículo averiado, o bien transporte desde el punto en que se encuentre el vehículo averiado hasta un punto de espera o una estación adecuados desde donde sea posible la continuación del viaje.

Además, cuando un servicio regular se cancele o se retrase más de 120 minutos en su salida desde una parada de autobús, el viajero tendrá derecho a que el transportista se haga cargo de la continuación, el recorrido alternativo o el reembolso a los que se hace referencia anteriormente.

El pago de los reembolsos establecidos en esta normase hará en los 14 días siguientes al ofrecimiento o a la recepción de la solicitud. El pago cubrirá el coste total del billete, al precio que se haya pagado, de la parte o partes del viaje que no se hayan hecho y de la parte o partes ya hechas si el viaje no sirve ya a los fines del plan de viaje original del viajero. Para los viajeros que estén en posesión de pases de viaje o de abonos de temporada, el pago será equivalente a la parte proporcional del coste completo del pase o abono. El reembolso se pagará en dinero, a no ser que el viajero acepte otra forma de reembolso.

- Directiva 2011/7 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, DOUE L 48, de 23 de febrero de 2011.

Esta normativa implica una reforma de una Directiva anterior (Directiva 2000/35/CE, de 29 de junio de 2000) y, por tanto, una refundición en aras de mayor claridad y certidumbre jurídica. La mayor parte de los bienes y servicios se suministran y prestan en el mercado interior entre agentes económicos o entre agentes económicos y poderes públicos mediante pagos aplazados, de manera que el proveedor concede a su cliente un plazo de pago de la factura, según lo acordado entre las partes, lo establecido en la factura del proveedor o las disposiciones legales.

Aunque ya se hayan suministrado los bienes o se hayan prestado los servicios, las facturas correspondientes se pagan con mucho retraso respecto al plazo previsto. Esta morosidad influye negativamente en la liquidez de las empresas, complica su gestión financiera y afecta a su competitividad y rentabilidad cuando se ven obligadas a solicitar financiación exterior. El riesgo de esta influencia negativa aumenta drásticamente en períodos de crisis económica, al hacerse más difícil la obtención de financiación.

Realmente, en la Unión Europea ya se encuentran instrumentadas las acciones judiciales contra la morosidad por varias normas (el Reglamento 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, el Reglamento 805/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, por el que se establece un título ejecutivo europeo para créditos no impugnados, el Reglamento 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que se establece un proceso monitorio europeo y el Reglamento 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007, por el que se establece un proceso europeo de escasa cuantía.

Sin embargo, para desincentivar la morosidad en las operaciones comerciales, es necesario adoptar disposiciones complementarias. Por ejemplo, que en las operaciones comerciales entre empresas, el acreedor tenga derecho a intereses de demora, sin necesidad de aviso de vencimiento, siempre que el acreedor ha cumplido sus obligaciones contractuales y legales, y que el acreedor no haya recibido la cantidad adeudada a tiempo, a menos que el retraso no sea imputable al deudor.

Según este nuevo Reglamento los Estados miembros se asegurarán de que, en los casos en que resulte exigible el interés de demora en las operaciones comerciales, el acreedor tenga derecho a cobrar al deudor, como mínimo, una cantidad fija de 40 € y que ésta sea pagadera sin necesidad de recordatorio como compensación por los costes de cobro en que haya incurrido el acreedor. Además de la cantidad fija establecida, el acreedor tendrá derecho a obtener del deudor una compensación razonable por todos los demás costes de cobro que superen la cantidad fija y que haya sufrido a causa de la morosidad de este. Esta podría incluir, entre otros, los gastos que el acreedor haya debido sufragar para la contratación de un abogado o una agencia de gestión de cobro.
- Reglamento 65/2011 de la Comisión, de 27 de enero de 2011, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento 1698/2005 del Consejo en lo que respecta a la aplicación de los procedimientos de control y la condicionalidad en relación con las medidas de ayuda al desarrollo rural, DOUE L 25, de 28 de enero de 2011.
En el campo de las ayudas al desarrollo rural, los Estados miembros deben establecer un sistema de control que asegure que se efectúan todos los controles necesarios para la verificación efectiva del cumplimiento de las condiciones a las que está supeditada la ayuda. Es preciso que el cumplimiento de todos los criterios de admisibilidad establecidos por la legislación de la Unión o nacional o los programas de desarrollo rural puedan controlarse de acuerdo con una serie de indicadores verificables.

Algunas medidas que impone el Reglamento son, por ejemplo:

- las solicitudes de pago para las medidas por superficie en virtud del Eje 2 deben presentarse en el mismo plazo que la solicitud única prevista en la legislación de la Unión Europea;

- para asegurar el efecto disuasorio del control, los pagos no deben hacerse, por regla general, antes de que hayan terminado los controles de admisibilidad. No obstante, es conveniente autorizar los pagos hasta un nivel determinado una vez efectuados los controles administrativos. Al fijar dicho nivel, es preciso tener en cuenta el riesgo de pago en exceso;

- deben aplicarse controles ex post a las operaciones de inversión para verificar el cumplimiento de la legislación de la Unión Europea. Asimismo, deben especificarse la base y el contenido de esos controles;

- es preciso que los Estados miembros garanticen que los organismos pagadores según la legislación sobre la financiación de la política agrícola común, disponen de suficiente información sobre los controles efectuados por otros servicios u organismos, de manera que puedan cumplir las funciones que les impone el presente Reglamento.

- Reglamento 1259/2010 del Consejo de 20 de diciembre de 2010 por el que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la separación judicial, DOUE L 343, de 29 de diciembre de 2010.
La Unión se ha marcado como objetivo mantener y desarrollar un espacio de libertad, seguridad y justicia que garantice la libre circulación de las personas. Para el progresivo establecimiento de dicho espacio, la Unión debe adoptar medidas en el ámbito de la cooperación judicial en los asuntos civiles con repercusión transfronteriza, en particular cuando resulte necesario para el buen funcionamiento del mercado interior.

De conformidad con el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, esas medidas incluyen, en particular, las destinadas a garantizar la compatibilidad de las normas aplicables en los Estados miembros en materia de conflictos de leyes.

La Comisión adoptó, el 14 de marzo de 2005, un Libro Verde sobre la legislación aplicable y la competencia en asuntos de divorcio. Este Libro Verde puso en marcha una amplia consulta pública sobre las posibles soluciones a los problemas que puedan surgir en la situación actual.

La Comisión propuso, el 17 de julio de 2006, un Reglamento destinado a modificar el Reglamento 2201/2003 del Consejo por lo que se refiere a la competencia y a introducir normas relativas a la ley aplicable en materia matrimonial. Pero el Consejo concluyó que no había unanimidad para esa propuesta y las dificultades eran insuperables, por lo que Bélgica, Bulgaria, Alemania, Grecia, España, Francia, Italia, Letonia, Luxemburgo, Hungría, Malta, Austria, Portugal, Rumania y Eslovenia presentaron posteriormente a la Comisión una solicitud en la que manifestaban su intención de instaurar entre ellos una cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable en materia matrimonial. El 3 de marzo de 2010 Grecia retiró su solicitud.

El Consejo adoptó, el 12 de julio de 2010, la Decisión 2010/405/UE por la que se autoriza una cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la separación legal.

El presente Reglamento es fruto de esta iniciativa y tiene como objetivo garantizar soluciones adecuadas para los ciudadanos en términos de seguridad jurídica, previsibilidad y flexibilidad, e impedir situaciones en las que uno de los cónyuges solicite el divorcio antes que el otro con el fin de que el procedimiento se rija por una ley determinada que dicho cónyuge estime más favorable a la protección de sus intereses.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera), de 22 de diciembre de 2010, as. C-215/09, Mehilänen Oy.

En esta sentencia el Tribunal responde a la cuestión prejudicial planteada por el Markkinaoikeus (Finlandia) sobre la interpretación de algunas disposiciones de la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios. Dicha cuestión se presenta en el marco de un litigio ante el citado tribunal nacional entre dos sociedades anónimas finlandesas (Mehiläinen Oy y Terveystalo Healthcare Oy) y el Ayuntamiento de Oulu relativo a la calificación jurídica de un contrato celebrado entre dicho Ayuntamiento y una sociedad privada independiente de él (ODL Terveys Oy) para la creación de una empresa común, en forma de sociedad anónima, frente a la cual la entidad adjudicadora se compromete en el momento de su constitución a adquirir servicios en el ámbito de la salud y del bienestar en el trabajo para sus empleados. El Tribunal de Luxemburgo precisa el objeto de la cuestión que le dirige el órgano jurisdiccional nacional entendiendo que se refiere de manera más específica a la prestación por la empresa común de servicios de salud y de bienestar en el trabajo destinados a los empleados municipales, correspondiendo dicha prestación al compromiso, contraído por el municipio, de atribuir a dicha empresa, durante un período de transición de cuatro años, tales servicios que antes prestaba una empresa municipal administrada por municipio.

La sentencia comienza por reconocer la condición de entidad adjudicadora del Ayuntamiento en el sentido del artículo 1.9 de la Directiva 2004/18, así como que los servicios en cuestión están comprendidos en el concepto de “servicios de salud”, incluidos en la categoría 25 del anexo IIB de la Directiva. En concreto, se apunta que el compromiso del Ayuntamiento de adquirir de la empresa común los servicios controvertidos a favor de sus empleados implica la existencia de un contrato a título oneroso entre ambos, y que dicho contrato excede del umbral de aplicación contemplado en la Directiva 2004/18. A eso se añade que ésta no distingue entre contratos públicos adjudicados por una autoridad adjudicadora para cumplir su misión de satisfacer necesidades de interés general y contratos que no guardan relación con dicha misión, como la necesidad de cumplir, como en este caso, una obligación del adjudicador frente a sus empleados. Todavía en el plano de las consideraciones previas recuerda el Tribunal que una autoridad pública puede realizar tareas de interés público que le son propias bien con sus propios medios o en colaboración con otras autoridades públicas.

A continuación, advierte la sentencia de que la participación, aunque sea minoritaria, de una empresa privada en el capital de una sociedad en la que participa una entidad adjudicadora excluye la posibilidad de considerar que ésta pueda ejercer sobre la citada empresa un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios, por lo que debe concluirse la aplicación a este supuesto del Derecho de la Unión Europea en materia de contratos públicos.

El Tribunal se pronuncia después acerca de la posible exclusión del ámbito de aplicación de la Directiva 2004/18 del compromiso asumido por el Ayuntamiento de adquirir de la empresa común, durante el período de transición, los servicios de salud y de bienestar en el trabajo que aquel está obligado a prestar a sus empleados, al considerar que dicho compromiso forma parte del contrato de creación de la empresa común. Señala a este respecto que en principio la constitución, por una entidad adjudicadora y un operador económico privado, de una empresa común no está comprendida como tal en el ámbito de la Directiva. No obstante, tal como se desprende del párrafo 69 del Libro Verde de la Comisión sobre la colaboración público-privada y el Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones [COM (2004) 327 final], hay que asegurarse de que dicha operación no oculta en realidad la adjudicación a un socio privado de contratos que pueden ser calificados como contratos públicos o concesiones. Además, del punto 2.1 de la Comunicación interpretativa de la Comisión relativa a la aplicación del Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones a la colaboración público-privada institucionalizada (DO 2008, C 91, p. 4), resulta que el que una entidad privada y una entidad adjudicadora cooperen en el seno de una entidad de capital mixto no puede justificar el incumplimiento de las disposiciones sobre contratos públicos en la adjudicación de tales contratos a esa entidad privada o a la entidad de capital mixto.

De lo anterior concluye el Tribunal que debe examinarse si la Directiva 2004/18 es aplicable a este caso y en qué medida. Para ello comienza por recordar su propia jurisprudencia en el sentido de que un contrato mixto cuyas distintas estipulaciones están ligadas inseparablemente y forman, por lo tanto, un todo indivisible, debe examinarse en su conjunto de manera unitaria a efectos de su calificación jurídica y debe valorarse con arreglo a las normas por las que se rige la estipulación que constituye el objeto principal o elemento preponderante del contrato. Es decir que lo que debe valorar el Tribunal en este asunto es si la estipulación sobre los servicios de salud destinados a los empleados del Ayuntamiento, que, en principio, está comprendida dentro del ámbito de aplicación de dicha Directiva, puede separarse de dicho contrato. Sobre este particular se refiere el Tribunal al acta de la reunión del Consejo municipal de 21 de abril de 2008 en la que se describen las razones del compromiso asumido por el Ayuntamiento, a lo que añade que de las explicaciones dadas por éste en la vista oral resulta que considera dicha estipulación inseparable del contrato, por cuanto el valor del compromiso por él asumido de adquirir de la empresa común servicios de salud durante el periodo de transición formaba parte de su aportación en especie al capital de dicha empresa, lo que a su vez constituía, económicamente, una condición para la creación de la empresa.

Así pues subraya la sentencia que las intenciones expresadas o presumidas por las partes contratantes de considerar inseparables las distintas estipulaciones de un contrato mixto no bastan y ha de acudirse a elementos objetivos que las justifiquen y fundamenten la necesidad de celebrar un contrato único. En cuanto al argumento dado por el municipio de que la situación de sus empleados transferidos a la empresa común quedaba garantizada como consecuencia del compromiso asumido, señala el Tribunal de Luxemburgo que tal garantía podía haberse dado igualmente en el marco de un procedimiento de licitación pública, de conformidad con los principios de no discriminación y transparencia, en el que la exigencia de dicha garantía habría formado parte de las condiciones que debían cumplirse para la adjudicación de dicho contrato.

Asimismo, en cuanto a los argumentos del municipio de que el contrato actual es ventajoso y competitivo y de que por el referido compromiso se crean condiciones favorables para el inicio de la actividad de la empresa común, recuerda el Tribunal su jurisprudencia en el sentido de que la adjudicación de un contrato a un empresa de economía mixta sin licitación previa sería contraria al objetivo de competencia libre y no falseada y al principio de igualdad de trato, ya que tal procedimiento otorgaría a la empresa privada que participa en el capital de la empresa mixta una ventaja respecto a sus competidores. No obstante, añade el Tribunal que tales argumentos no permiten concluir el carácter inseparable de la estipulación sobre los servicios de salud a favor de los empleados municipales respecto del resto del contrato. Este carácter inseparable tampoco resulta de la inclusión alegada, pero no demostrada, del valor del compromiso municipal en la aportación en especie de éste al capital de la empresa común. Además, conforme alegaron el Gobierno checo y la Comisión, el que en el litigio principal la entidad adjudicadora expresara su intención de no convocar, al término del periodo de transición, una licitación pública para la adquisición de los servicios de salud a favor de sus empleados también constituye una circunstancia que corrobora el carácter separable de dicha estipulación respecto del resto del contrato. Por último el que la empresa común funcione desde agosto de 2008 sin la referida estipulación tiende a demostrar que los dos socios pueden hacer frente al posible impacto de dicha carencia en la situación económica de la referida empresa, lo que constituye otro indicio del carácter separable de dicha estipulación.

De todo lo apuntado resulta que no se revela, objetivamente, la necesidad de celebrar el contrato mixto controvertido en el litigio principal con un socio único. De forma que dado el carácter separable de la estipulación del contrato consistente en el compromiso del municipio de adquirir de la empresa común los servicios de salud destinados a sus empleados, resultan aplicables a dicha estipulación las disposiciones pertinentes de la Directiva 2004/18.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera), de 20 de enero de 2011, as. C-463/09, María Socorro Martín Valor.

El Tribunal de Justicia responde a una petición de decisión prejudicial planteada por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha en relación con la interpretación del artículo 1.1 de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de traspasos de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad. La petición se inscribe en el procedimiento que se sigue a nivel nacional entre CLECE S.A. [en adelante ‘la empresa’] y la Sra. Martín Valor y el Ayuntamiento de Cobisa (Toledo) [en adelante ‘el Ayuntamiento’], en relación con el despido de la Sra. Martín Valor. En mayo de 2003 la empresa celebró un contrato con el Ayuntamiento para la limpieza de colegios y dependencias municipales, en marzo de 2004 la Sra. Martín Valor comenzó a trabajar para la empresa como limpiadora. A finales de 2007 el Ayuntamiento notificó a la empresa su decisión de rescindir el contrato con efecto a 31 de diciembre de 2007. El 2 de enero de 2008 la empresa notificó a la Sra. Martín Valor que desde el 1 de enero de 2008 pasaba a formar parte de la plantilla del Ayuntamiento, dado que éste se encargaría en adelante de los servicios que antes prestaba la empresa. Así resultaba en opinión de la empresa de que, conforme al artículo 14 del Convenio colectivo de limpieza de edificios y locales de la Provincia de Toledo, el Ayuntamiento pasaba a subrogarse en todos los derechos y obligaciones derivados de la relación laboral entre la empresa y la Sra. Martín Valor. El mismo 2 de enero la Sra. Martín Valor se presentó en las dependencias municipales donde no le fue permitido que prestara sus servicios, sin que el Ayuntamiento la recolocara en ningún otro puesto de trabajo. Además, en enero de 2008 el Ayuntamiento contrataba cinco trabajadoras para la realización de esas tareas de limpieza de sus dependencias.

La Sra. Martín Valor interpuso demanda contra la empresa y el Ayuntamiento en el Juzgado de lo Social nº 2 de Toledo, que consideró que no era aplicable el mencionado artículo 14 y que el Ayuntamiento carecía de legitimación pasiva para ser demandado. Además, la sentencia del Juzgado de lo Social declaraba la improcedencia del despido de la Sra. Martín Valor y condenaba a la empresa a readmitirla en las mismas condiciones o a indemnizarla con una cantidad de 6.507,10 €. La empresa planteaba recurso de suplicación contra esa sentencia ante el Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha que a su vez dirigía al Tribunal de Luxemburgo una solicitud de decisión prejudicial relativa a si el artículo 1.1.a) y b) de la Directiva 2001/23 debe interpretarse como aplicable a un supuesto en el que un ayuntamiento decide poner fin al contrato celebrado con una empresa de limpieza que desarrollaba esas tareas en las dependencias municipales y pasa a realizar por sí mismo esas tareas, contratando para ello nuevo personal. En ese sentido el Tribunal comienza recordando que conforme al artículo 1.c) de la citada Directiva la misma es aplicable a empresas públicas que ejerzan una actividad económica, con o sin ánimo de lucro. De esa forma el mero hecho de que el cesionario de la actividad sea un organismo de Derecho público no excluye la existencia de una transmisión comprendida en el ámbito de aplicación de la citada Directiva.

A continuación añade el Tribunal que, conforme a su artículo 1.1.a), la Directiva se aplica a las transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o centros de actividad a otro empresario como resultado de una cesión contractual o de una fusión. No obstante, recuerda su reiterada jurisprudencia en el sentido de dar al concepto cesión contractual una interpretación suficientemente flexible para responder al objetivo de la Directiva de proteger a los trabajadores por cuenta ajena en caso de transmisión de su empresa. Con ello, señala el Tribunal, quieren evitarse los obstáculos que resultan de las diferencias existentes entre las distintas versiones lingüísticas de la Directiva y de las divergencias de las legislaciones nacionales en relación con el citado concepto. Así el Tribunal consideró que la aplicabilidad de la Directiva 77/187, codificada por la Directiva 2001/23, se extendía a todos los supuestos de cambio de relaciones contractuales, de la persona física o jurídica responsable de la explotación de la empresa, que asume las obligaciones de empresario frente a los empleados de ésta. E igualmente se consideró aplicable dicha Directiva a una situación en la que una empresa que se sirve de otra para la limpieza de sus locales decide poner fin al contrato que la vincula a ésta y ejecutar por sí misma esas tareas. Por todo ello advierte el Tribunal que no cabe excluir la aplicabilidad de la Directiva a un supuesto como el del presente caso.

No obstante, la sentencia advierte que, conforme a su artículo 1.1.b), la Directiva  sólo es aplicable a aquellos casos en los que la transmisión debe tener por objeto una entidad económica que mantenga su identidad tras el cambio de titular. Para determinar este extremo señala el Tribunal que han de tomarse en consideración todas las circunstancias de hecho de la operación, mediante una evaluación de conjunto de los diversos aspectos a considerar, que no pueden apreciarse aisladamente. Entre esos aspectos se citan el tipo de empresa o centro de actividad, el que se hayan transmitido o no elementos materiales como los edificios y bienes muebles, el valor de los elementos inmateriales en el momento de la transmisión, el que el nuevo empresario se haga cargo o no de la mayoría de los trabajadores, el que se haya transmitido o no la clientela o el grado de analogía de las actividades anteriores y posteriores a la transmisión y la duración de una eventual suspensión de dichas actividades.

El Tribunal recuerda que, como él mismo ha señalado, una entidad económica puede funcionar, en determinados sectores, sin elementos significativos de activo material o inmaterial, de modo que el mantenimiento de la identidad de dicha entidad independientemente de la operación de que es objeto no puede depender de la cesión de tales elementos. De esa forma, en la medida en que, en sectores en los que la actividad descansa fundamentalmente en la mano de obra, un conjunto de trabajadores que ejerce de forma duradera una actividad común puede constituir una entidad económica que puede mantener su identidad después de la transmisión cuando el nuevo empresario se hace cargo de una parte esencial, en términos de número y competencias, del personal que su antecesor destinaba especialmente a dicha tarea. En ese caso se considera que el nuevo empresario adquiere el conjunto organizado de elementos que le permitirá continuar las actividades, o al menos parte de ellas, de la empresa cedente de forma estable.  En este sentido para el Tribunal no resulta importante que la asunción de una parte esencial del personal se realice en el marco de una cesión convencional negociada entre el cedente y el cesionario o que resulte de una decisión unilateral del antiguo empresario de rescindir los contratos de trabajo del personal cedido, seguida de una decisión unilateral del nuevo empresario de contratar a la mayor parte de la plantilla para cumplir las mismas tareas. Para el Tribunal el supeditar la existencia de una transmisión a los efectos de la Directiva 2001/23 a que la asunción tenga un origen puramente contractual dejaría la protección de los trabajadores en manos del empresario que mediante la simple abstención de celebrar tal contrato eludiría la aplicación de la Directiva.

Para el Tribunal una actividad de limpieza, como la de este asunto, descansa fundamentalmente en la mano de obra y, por consiguiente, un conjunto de trabajadores que ejerce de manera duradera una actividad común de limpieza puede, a falta de otros factores de producción, constituir una entidad económica. Sin embargo, advierte que además es preciso que dicha entidad mantenga su identidad después de la operación de que se trate. En ese sentido señala la sentencia que del auto de remisión se desprende que el Ayuntamiento contrató nuevo personal para desempeñar las actividades que antes realizaba la empresa, sin hacerse cargo de los trabajadores antes destinados a esas actividades por la empresa ni de los activos materiales o inmateriales de ésta. Es decir que el único vínculo entre las actividades de la empresa y las del Ayuntamiento es el objeto de las mismas, la limpieza de locales. Para el Tribunal esto no basta para afirmar que se ha mantenido la identidad de una entidad económica ya que ésta no puede reducirse a la actividad que se le ha encomendado. Esa identidad resulta también de otros elementos como el personal, los directivos, la organización del trabajo, los métodos y, en su caso, los medios de explotación. Es decir que la identidad de una entidad económica como la de este asunto, que descansa esencialmente en la mano de obra no puede mantenerse si el supuesto cesionario no se hace cargo de la mayor parte de la plantilla.

Por todo ello, y sin perjuicio de la eventual aplicación de normas de protección nacionales, la mera asunción por el Ayuntamiento de la actividad de limpieza encargada anteriormente a la empresa no basta, por sí sola, para poner de manifiesto la existencia de una transmisión en el sentido de la Directiva 2001/23. En conclusión, el artículo 1.1.a) y b) de la Directiva 2001/23 debe interpretarse como que la Directiva no se aplica a una situación en la que un ayuntamiento que había encargado la limpieza de sus dependencias a una empresa privada, decide poner fin a dicho contrato y realizar por sí mismo los trabajos de limpieza de dichas dependencias, contratando para ello nuevo personal.

- Recurso interpuesto el 24 de noviembre de 2010, as. T-540/10, España contra Comisión.

La Comisión, mediante su Decisión C (2010) 6154, de 13 de septiembre, establecía la reducción de la ayuda del Fondo de Cohesión, por supuestas irregularidades en la aplicación de la legislación sobre contratación pública, a las fases de proyectos de varios subtramos (IX-A, X-B, XI-A y XI-B y IX-C) del tramo Lleida-Martorell (Plataforma) de la Línea de Alta Velocidad Madrid-Zaragoza-Barcelona-Frontera francesa, además de señalar subsidiariamente la anulación parcial de las correcciones aplicadas a las modificaciones derivadas de la superación de los umbrales de ruido (subtramo IX-A), del cambio del PGOU del Ayuntamiento de Santa Oliva (subtramo IX-A) y de las diferencias en las condiciones geotécnicas (subtramos X-B, XI-A y XI-B y IX-C).

Mediante recurso interpuesto el 24 de noviembre de 2010 el Reino de España solicita la anulación de la citada Decisión de la Comisión además de pedir que se condene en costas a esta Institución. España plantea tres motivos de nulidad de la citada Decisión:

- infracción del artículo H.2 del Anexo II del Reglamento 1164/94, por no haber respetado la Comisión el plazo de tres meses, a contar desde la celebración de la audiencia, para dictar la decisión;

- infracción por indebida aplicación del artículo 20.2.f) de la Directiva 93/38, dado que la contratación de prestaciones complementarias es conceptualmente distinta de la modificación de un contrato en la fase de ejecución prevista por la legislación española en materia de contratos públicos, de forma que dicha modificación no entra dentro del ámbito de aplicación de la Directiva 93/38;

- subsidiariamente al anterior, infracción del artículo 20.2.f) de la Directiva 93/38, por concurrir todos los requisitos para que las autoridades españolas adjudicasen mediante procedimiento negociado sin publicidad las obras adicionales ejecutadas en las cuatro fases de proyecto afectadas por la corrección.

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

1. COMITÉ DE LAS REGIONES

Los días 27 y 28 de enero tuvo lugar la única sesión plenaria del Comité de las Regiones correspondiente al período comprendido por este informe (la siguiente tendrá lugar los días 31 de marzo y 1 de abril). En esta ocasión se han emitido dictámenes por parte del órgano consultivo en muy variados temas, de los cuales destacamos los siguientes:
- Dictamen sobre el espacio ferroviario europeo (CDR297-2010 FIN AC)

El CDR coincide en este Dictamen con el enfoque de la Comisión Europea relativo a la apertura de los mercados ferroviarios, al tiempo que destaca que el objetivo no es una competencia desenfrenada, sino orientada hacia una mayor productividad y un mejor servicio a los clientes del sector ferroviario. La competencia, sin embargo, no es un fin en sí sino un medio, y debe ejercerse en condiciones de plena equidad entre los operadores ferroviarios. Por otra parte, apoya el desarrollo de redes especializadas (líneas de alta velocidad, transporte de mercancías), pero insiste en los objetivos de cohesión europea y en la necesidad de evitar la creación de una Europa de varias velocidades.

Sin embargo, lamenta, en cuanto a la financiación de la infraestructura (artículo 8, artículo 30, anexo VII), que los Estados miembros no tengan la obligación de consultar a los entes territoriales en el marco del desarrollo de la estrategia nacional de las infraestructuras ferroviarias y que la Comisión no adopte un compromiso legislativo vinculante respecto de la separación completa entre administradores de infraestructuras y empresas ferroviarias. 

- Dictamen sobre nuevas perspectivas para la revisión del Reglamento AECT (Agrupación Europea de Cooperación Territorial) (CDR100-2010 FIN AC)
El CDR enfatiza que la cohesión económica, social y territorial coadyuva a que la Unión, todos sus Estados y sus entes territoriales se encuentren en mejores circunstancias para afrontar los desafíos que la globalización implica para Europa y prevenir su posible pérdida de influencia. Señala a este respecto que la AECT puede ser la respuesta jurídico-comunitaria a la institucionalización de la cooperación territorial dentro de la Unión, sin perjuicio de que las entidades territoriales europeas elijan libremente otras formas y fórmulas alternativas, con o sin personalidad jurídica, pero que ya no serían genuinamente comunitarias, sino internacionales.

Considera que las AECT ofrecen asimismo perspectivas interesantes como “laboratorios” de una gobernanza multinivel, suscribe igualmente que se implante un programa específico, dotado de financiación comunitaria, imputable al FEDER, que contribuya a fomentar la constitución de AECT de nueva planta, o la reconversión de proyectos de cooperación en perspectiva que se gestionen mediante las viejas fórmulas convencionales. Asimismo, considera necesario recordar a las autoridades de gestión de los programas y detallar claramente en el futuro Reglamento AECT revisado (CE) nº 1082/2006, que no cabe discriminar jamás a las AECT a la hora de competir en las iniciativas, convocatorias y programas de la Unión Europea, sobre todo teniendo en cuenta que la propia existencia de la AECT atestigua la realidad de una agrupación europea permanente, cumple los requisitos habituales de transnacionalidad. Finalmente, acoge con satisfacción la decisión de la Mesa del CDR de 26 de enero de 2011 de constituir una Plataforma de AECT’s en el CDR, en cuyo seno se podría realizar una evaluación permanente de la implementación del Reglamento (CE) nº 1082/2006 y de la evolución práctica de aquéllas.
- Dictamen sobre unos sistemas de pensiones europeos adecuados, sostenibles y seguros (CDR319-2010 FIN AC)
El CDR recuerda que los entes locales y regionales representan la mayor parte del empleo del sector público en Europa, y que por este motivo son a menudo responsables de proveer sistemas de pensiones tanto públicos como profesionales a su personal tras la jubilación. Así, las pensiones públicas seguirán desempeñando un papel fundamental para garantizar unos sistemas de pensiones que proporcionen a todos los pensionistas unos ingresos adecuados. Por ello, indica que la consolidación presupuestaria debería tener en cuenta la responsabilidad continuada de los Estados miembros para garantizar, hasta un grado razonable, el nivel de vida de sus ciudadanos tras la jubilación, tal y como garantiza la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

En este sentido, pide a la Comisión que garantice que los próximos pasos que dé en este ámbito vayan acompañados de evaluaciones de impacto adecuadas, que cubran en particular el impacto sobre los entes locales y regionales. Además, pide a la Comisión y a los Estados miembros que estudien la coordinación de las pensiones en la Unión Europea, en particular en el marco del Método Abierto de Coordinación, como elemento central de la aplicación de la Estrategia Europa 2020 para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador.

El CDR afirma en su dictamen, por último, que conviene tomar en consideración los efectos de las medidas y reformas presupuestarias sobre las pensiones y la repercusión social sobre los pensionistas, así como la capacidad de los entes regionales y locales para compensar, mediante ayudas y servicios sociales, la disminución de los ingresos de los pensionistas y las personas que se acercan a la jubilación provocada por estas medidas y reformas.

- Dictamen sobre “Juventud en movimiento” (CDR292-2010 FIN AC)

El CDR valora positivamente la iniciativa emblemática de la Comisión Europea “Juventud en Movimiento”, que constituye un marco estratégico ambicioso destinado a mejorar la movilidad, la educación y la integración profesional de los jóvenes europeos. (por primera vez, la Comisión Europea ha desarrollado un marco de actuación para la juventud, asociando la dimensión educativa con el empleo). En este sentido, señala que la educación debería ser un aspecto esencial de la movilidad de los jóvenes y destaca el estrecho vínculo existente entre los malos resultados escolares y las desventajas socioeconómicas, que son factores clave respecto del número de jóvenes que no trabajan ni siguen un plan de estudios o de formación. Romper este círculo supone un reto para los entes regionales y locales de Europa y debe considerarse una prioridad de esta iniciativa.

Considera que con motivo de la evaluación del conjunto de programas relativos a la movilidad educativa, que se traducirá en propuestas legislativas en 2011 y en un nuevo marco financiero para el periodo posterior a 2013, resulta fundamental -tal como se señaló en el Dictamen del CDR sobre el Libro Verde Fomentar la movilidad en la formación de los jóvenes- tomar en consideración la contribución decisiva de los entes regionales y locales al fomento de la movilidad de los jóvenes para fines de aprendizaje.

- Dictamen sobre el cine europeo en la era digital (CDR293-2010 FIN AC)

El CDR reconoce que las industrias culturales contribuyen notablemente al desarrollo regional y local, ya que aumentan el atractivo de las regiones europeas, impulsan el turismo sostenible y crean nuevas oportunidades de empleo. Considera que algunos cines pequeños corren el riesgo de desaparecer debido a las onerosas cargas financieras que han de afrontar y pide colaboración para garantizar la conservación del patrimonio cultural europeo y la protección la industria cinematográfica. En este sentido, pone de relieve la necesidad de tener en cuenta la función tanto económica como cultural del cine. El sector cinematográfico es una industria de importancia crucial para el desarrollo, la competitividad y el empleo. También desempeña un papel esencial en la conservación y promoción de la identidad y la diversidad cultural regional y local. La especificidad de este sector lo convierte en un factor clave para el desarrollo de los valores sociales europeos y el funcionamiento de las sociedades democráticas, dado que las obras audiovisuales tienen la capacidad de ejercer una función importante en la construcción de la identidad europea.

Subraya que la transición al cine digital ofrece nuevas oportunidades para conectar las diferentes regiones de Europa mediante el intercambio de obras audiovisuales y para explorar nuevas maneras de crear vínculos e intercambiar contenidos. Esta transición puede brindar la oportunidad de atraer nuevas audiencias, aprovechar los contenidos alternativos, prestar nuevos servicios y dar más visibilidad al contenido procedente de las diversas regiones.

- Dictamen sobre sistemas de alimentos locales (CDR341-2010 FIN AC)
En este dictamen el CDR explica que los sistemas de alimentos locales constituyen un apoyo a la economía regional y local. Estos sistemas son de la mayor importancia en zonas desfavorecidas y constituyen un acicate para el impulso del potencial local y un factor de mejora de la imagen de unos territorios mal conocidos y a menudo dejados de lado. Además, los sistemas de alimentos locales producen beneficios medioambientales, gracias a unos sistemas de producción más sostenibles. Por tanto, la Comisión Europea debería:

- recomendar que los Estados miembros estudien la posibilidad de fijar objetivos para desarrollar sistemas de alimentos locales en sus estrategias de desarrollo rural, que serían puestos en práctica por los entes locales y regionales con apoyo de las autoridades nacionales y de la UE;

- adoptar definiciones de “alimentos locales” y “sistemas de alimentos locales”, introducir un nuevo logo, encontrar un símbolo común y dar una identidad al sistema de alimentos locales que se añadan a la normativa sobre la política de calidad de los productos agrícolas;

- introducir un sistema de comercialización directa para los productos locales registrados, del que se encargarían los Estados miembros en el nivel de los entes locales y regionales;

- examinar si el artículo 26 de la Directiva 2004/18/CE sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios podría modificarse de tal modo que el criterio de "producido localmente" pueda ser un criterio estándar de selección en las licitaciones para el suministro de alimentos, por ejemplo, a escuelas, residencias y edificios públicos.

- Dictamen sobre Europa primer destino turístico del mundo: un nuevo marco político para el turismo europeo (CDR342-2010 FIN AC)

El CDR expresa su satisfacción por la voluntad de la Comisión de abordar la política turística de una forma coordinada e integrada, relacionándola con otras políticas como la del transporte, la agricultura, la protección medioambiental, las tecnologías de la información y la comunicación, la política social, la cultura, etc. A este respecto, subraya el importante papel que los entes locales y regionales desempeñan en relación con la gestión sostenible de los destinos turísticos. Sus iniciativas, así como las de las redes regionales europeas, se encuentran a la vanguardia en el desarrollo de modelos de turismo sostenible y resulta vital sacar el máximo provecho de su experiencia y conocimiento, mediante el fomento de la cooperación local y regional en toda la Unión Europea. En este sentido, aplaude el enfoque de la Comisión de integrar el turismo en las distintas políticas europeas.

También celebra la voluntad de la Comisión de promover una política activa para impulsar la competitividad y el desarrollo sostenible. Los retos a los que se enfrenta el sector turístico europeo ponen de manifiesto la importancia de anticipar los cambios y responder a tiempo a la competencia creciente en un sector en continua evolución.

Por otra parte, toma nota de la introducción de una etiqueta sobre patrimonio europeo y una marca europea “Turismo de calidad”, que deberían proporcionar un estímulo para que los destinos apliquen prácticas sostenibles, y contribuir a la consolidación de la imagen de Europa como lugar de turismo de alta calidad.

Sin embargo, considera de suma importancia que se analice con mayor detalle y se explique el valor añadido de esta marca y que para su concesión exista un estricto conjunto de criterios a fin de evitar su devaluación.

Finalmente, observa con preocupación el impacto potencial de ciertos problemas estructurales como el cambio climático o la escasez de recursos hídricos y energéticos en los destinos turísticos europeos, particularmente en las islas y en las regiones ultraperiféricas. En este sentido, considera que estos problemas solo pueden ser superados si se promueve mucho más intensamente la sostenibilidad en el desarrollo de una estrategia turística en las regiones afectadas. Respecto a los efectos del cambio climático, se aboga por la prevención de los mismos mediante la protección y restitución de espacios naturales, así como la integración del turismo en la Gestión Integrada de Zonas Costeras.

2. PROYECTOS EUROPEOS.

- LIFE+
LIFE+ es el instrumento financiero de la Unión Europea dedicado al medio ambiente. LIFE+ está abierto a la participación de 

- organismos públicos o privados, 

- agentes o 

- instituciones establecidos en la Unión Europea.

Las propuestas de proyectos pueden ser presentadas por un solo beneficiario o por una asociación compuesta por un beneficiario coordinador y uno o varios beneficiarios asociados. Las propuestas pueden ser nacionales o transnacionales, pero las acciones deben desarrollarse exclusivamente dentro del territorio de los 27 Estados miembros de la Unión Europea. 

LIFE+ tiene por finalidad la cofinanciación de acciones en el ámbito de la conservación de la naturaleza (LIFE+ Naturaleza y Biodiversidad) y en otros ámbitos de interés europeo en materia de medio ambiente (LIFE+ Política y Gobernanza Medioambientales). Un tercer componente de LIFE+ está orientado específicamente a la cofinanciación de actividades de información y comunicación en relación con el medio ambiente (LIFE+ Información y Comunicación). Más concretamente, se pueden distinguir los siguientes tipos de proyectos en el marco de LIFE+:

1. LIFE+ Naturaleza y Biodiversidad 
Los objetivos específicos del ámbito temático LIFE+ Naturaleza y Biodiversidad serán:

- Contribuir a la aplicación de la política y la legislación comunitarias en materia de naturaleza y biodiversidad, en particular las Directivas 79/409/CEE y 92/43/CEE, incluido a nivel local y regional, y respaldar el ulterior desarrollo y ejecución de la Red Natura 2000, incluidos los hábitats y las especies costeros y marinos.

- Contribuir a la consolidación de la base de conocimientos para el desarrollo, la valoración, el seguimiento y la evaluación de la política y la legislación comunitarias en materia de naturaleza y biodiversidad.

- Respaldar la concepción y aplicación de planteamientos e instrumentos para el seguimiento y la evaluación de la naturaleza y la biodiversidad y los factores, presiones y reacciones que tengan una incidencia sobre los mismos, en particular en relación con la consecución del objetivo de detener la pérdida de biodiversidad en la Comunidad de aquí a 2010 y la amenaza que supone el cambio climático para la naturaleza y la biodiversidad.

- Propiciar una mejor gobernanza en el ámbito del medio ambiente, fomentando la participación de las partes interesadas, incluidas las organizaciones no gubernamentales, en las consultas en torno a la política y legislación sobre naturaleza y biodiversidad y en su aplicación.

Proyectos a financiar:

- Proyectos de mejores prácticas y/o demostración que contribuyan a la realización de los objetivos de las Directivas de Aves y de Hábitats (Directivas 79/409/CEE y 92/43/CEE del Consejo). 

- Proyectos de demostración y/o innovación que contribuyan a la realización de los objetivos de la Comunicación de la Comisión COM(2006) 216 final: «Detener la pérdida de biodiversidad para 2010 - y más adelante» y de la Comunicación de la Comisión COM(2010) 4 final: «Opciones para una meta y una visión de la UE en materia de biodiversidad más allá de 2010».
2. LIFE+ Política y Gobernanza Medioambientales 

Los objetivos específicos del ámbito temático LIFE+ Política y Gobernanza Medioambientales serán, en relación con los objetivos del 6º PMA, en ámbitos prioritarios como el cambio climático, medio ambiente y salud y calidad de vida, así como recursos naturales y residuos:

· Contribuir al desarrollo y demostración de planteamientos, tecnologías, métodos e instrumentos políticos innovadores.

- Contribuir a la consolidación de la base de conocimientos para el desarrollo, la valoración, el seguimiento y la evaluación de la política y la legislación medioambientales.

- Respaldar la concepción y aplicación de planteamientos para el seguimiento y la valoración de la situación del medio ambiente y los factores, presiones y reacciones que tengan una incidencia sobre el mismo.

- Facilitar la aplicación de la política comunitaria de medio ambiente, haciendo hincapié en la aplicación a nivel regional y local.

- Propiciar una mejor gobernanza en el ámbito del medio ambiente, fomentando la participación de las partes interesadas, incluidas las organizaciones no gubernamentales, en las consultas en torno a estas políticas y en su aplicación.

Proyectos a financiar:

- Proyectos de demostración y/o innovación relacionados con cualquiera de las «áreas de acción prioritarias» establecidas en el documento «LIFE+ Política y Gobernanza Medioambientales. Guía para la presentación de solicitudes 2011». 

- Proyectos que contribuyan al seguimiento del estado ambiental de los bosques en el territorio de la Unión Europea. 

3. LIFE+ Información y Comunicación 

Los objetivos específicos del ámbito temático LIFE+ Información y Comunicación.

- Divulgar información y fomentar la sensibilización en torno a los temas medioambientales, incluida la prevención de incendios forestales.

- Respaldar las medidas de acompañamiento como información, actividades y campañas de comunicación, conferencias y formación, incluida la formación en materia de prevención de incendios forestales.

Proyectos a financiar:

- Campañas de comunicación y sensibilización relacionadas con la aplicación, actualización y desarrollo de la política y legislación europeas de medio ambiente establecidas en el documento «LIFE+ Información y Comunicación. 

- Campañas de sensibilización para la prevención de incendios forestales y la formación de agentes contra incendios. 

¿Cómo, dónde y cuándo presentar una propuesta? 
Los beneficiarios de LIFE+ deben enviar sus propuestas a la autoridad nacional competente del Estado miembro donde se encuentre registrado el beneficiario coordinador. Las autoridades nacionales deben recibir las propuestas antes del 18 de julio de 2011 a las 17.00 h (hora local). Las autoridades nacionales remitirán a su vez las propuestas de proyectos LIFE+ a la Comisión, que debe recibirlas antes del 9 de septiembre de 2011 a las 17.00 h (hora de Bruselas). Las propuestas enviadas directamente por beneficiarios a la Comisión no serán aceptadas. 

¿Cuál es el presupuesto óptimo para un proyecto LIFE+? 
No hay una cantidad mínima establecida para el presupuesto de los proyectos. Los beneficiarios deben tener en cuenta, sin embargo, que la Comisión Europea favorece la cofinanciación de propuestas LIFE+ de envergadura y ambiciosas, con un presupuesto sustancial. Tradicionalmente, la subvención media concedida supera el millón de euros. Al preparar el presupuesto de un proyecto, los beneficiarios deben tener en cuenta también los topes máximos de asignación LIFE+ por Estado miembro: una propuesta de proyecto de un único Estado miembro que solicite una contribución financiera de la Unión Europea superior a la asignación nacional de ese Estado miembro puede tener pocas posibilidades de ser seleccionada para la cofinanciación LIFE+ 

¿Cuáles son la fecha de comienzo y la duración óptimas de un proyecto? 
la fecha estimada de la firma de los acuerdos de subvención para los proyectos LIFE+ 2011 será a mediados de 2012. Esos proyectos, por tanto, empezarán a ejecutarse, como muy pronto, el 1 de junio de 2012. La mayoría de los proyectos duran entre dos y cinco años.
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- Juventud en Acción
La juventud en el mundo: Cooperación con países no vecinos de la Unión Europea Sus objetivos son los siguientes: 
- mejorar la movilidad de los jóvenes y de las personas que trabajan con ellos;

-  promover la capacitación y la participación activa de los jóvenes;

- fomentar el desarrollo de capacidades de las organizaciones y estructuras juveniles a fin de contribuir al desarrollo de la sociedad civil;

- promover la cooperación y el intercambio de experiencias y buenas prácticas en el ámbito de la juventud y de la educación no formal;

- contribuir al desarrollo de las políticas de juventud, el trabajo en el sector de la juventud y del voluntariado, y 

- desarrollar colaboraciones y redes duraderas entre las organizaciones juveniles. 

Tendrán preferencia los proyectos que mejor reflejen las siguientes prioridades: 
Prioridades permanentes del programa «La juventud en acción»: 
- participación de los jóvenes;

- diversidad cultural;

- ciudadanía europea;

- inclusión de los jóvenes más desfavorecidos. 

Además, las demás prioridades anuales de la convocatoria son: 
- el Año Europeo del Voluntariado (1); 

- el crecimiento incluyente y, en particular, el desempleo juvenil;

- la lucha contra la pobreza y la marginación;

- los retos medioambientales mundiales y el cambio climático. 

Solicitantes elegibles 
Las propuestas deberán ser presentadas por organizaciones sin ánimo de lucro, que podrán ser: 
- organizaciones no gubernamentales (ONG);

- organismos públicos de ámbito regional o local;

- Consejos de la Juventud nacionales. 

En los proyectos deberán participar organizaciones de al menos cuatro países diferentes.

Acciones y propuestas elegibles 
Los proyectos incluirán actividades sin ánimo de lucro y pertenecerán al ámbito de la juventud y la educación no formal. Entre las actividades subvencionables en el marco de la presente convocatoria podrán incluirse, entre otras, las siguientes: 
- actos, seminarios y conferencias a gran escala relacionados con la juventud;

- actividades que promuevan el desarrollo de redes y asociaciones;

- actividades que fomenten el diálogo en relación con políticas en el ámbito de la juventud;
- campañas de información y sensibilización a favor de los jóvenes y desarrolladas por éstos;

- formación y potenciación de las capacidades de los animadores juveniles, organizaciones juveniles y multiplicadores;

- visitas de observación de actividades profesionales y movilidad a largo plazo de animadores juveniles. 

Los proyectos deberán comenzar entre los días 1 de septiembre y 31 de diciembre de 2011, con una duración mínima de 6 meses y máxima de 12. Se considerarán únicamente las propuestas escritas a máquina y presentadas en uno de los idiomas oficiales de la Unión Europea, utilizando el formulario oficial de solicitud, cumplimentadas en su totalidad, y enviadas, a más tardar, en la fecha límite especificada (6 de mayo de 2011

Presupuesto 
El presupuesto total asignado para la cofinanciación de proyectos seleccionados en el marco de la presente convocatoria de propuestas se estima en 3.000.000 EU€R. La ayuda financiera de la Agencia no excederá del 80 % del total de los costes elegibles de un proyecto. La subvención máxima no excederá los 100 000 EUR.
- Programa de Erasmus para la Administración Pública, (Erasmus for Officials) - hasta el 28 de marzo de 2011
La Comisión Europea, en el marco de un proyecto piloto denominado “Erasmus para la Administración Pública”, organiza periodos de prácticas de dos semanas destinados a jóvenes funcionarios de los Estados miembros que trabajan en temas europeos. Los objetivos del programa son:
- Reforzar el conocimiento y la comprensión de las instituciones y de las políticas europeas; 

- Informar sobre los procedimientos de toma de decisión en la Unión Europea; 

- Mejorar en los Estados miembros la comprensión de los procedimientos administrativos en las instituciones europeas;

 - Fomentar la cooperación administrativa y contribuir a la creación de un espacio administrativo común.

La fecha para la realización de las prácticas es del 26 de junio al 8 de julio de 2011. El plazo para solicitarlas está abierto hasta el 28 de marzo de 2011. Las candidaturas deben ser remitidas siguiendo el procedimiento indicado en el siguiente link de la página de la Representación Permanente de España ante la Unión Europea.

- Energía Inteligente para Europa

El plazo de la convocatoria finaliza el 12 de mayo de 2011, 17:00 (hora local de Bruselas). Objetivos Generales

- Fomentar la eficiencia energética y el uso racional de los recursos energéticos;

- Promover fuentes de energía nuevas y renovables y fomentar la diversificación energética;

- Promover la eficiencia energética y el uso de fuentes de energía nuevas y renovables en el transporte.

El Programa, en particular, contribuye a la energía de la UE 2020 Strategy2, y facilita la aplicación del plan de acción de la Unión Europea para el uso eficiente de la energía procedente de fuentes renovables. En términos operativos, el Programa Energía Inteligente para Europa tiene como objetivos:
- proporcionar elementos necesarios para la mejora de la sostenibilidad, el desarrollo del potencial de las ciudades y regiones, y la preparación de las medidas legislativas necesarias para alcanzar los objetivos estratégicos relacionados, desarrollar los medios e instrumentos para seguir, supervisar y evaluar el impacto de las medidas de la Unión Europea y sus Estados miembros en los ámbitos de actuación del Programa;

- estimular las inversiones entre los Estados miembros en nuevas tecnologías y con mejor comportamiento en materia de eficiencia energética, las fuentes de energía renovables y la diversificación energética, inclusive en el transporte, facilitando la transición entre la demostración con éxito de tecnologías innovadoras y su comercialización efectiva para conseguir un efecto multiplicador de la inversión del sector público y privado, promover las tecnologías estratégicas clave, reducir costes, aumentar la experiencia comercial y contribuir a reducir los riesgos financieros y otros riesgos y obstáculos percibidos que frenan este tipo de inversión;
- eliminar las barreras no tecnológicas existentes para conseguir estructuras eficientes e inteligentes de producción y consumo energéticos, promoviendo el desarrollo de la capacidad institucional, entre otras cosas, a escala local y regional, aumentando la sensibilización, especialmente a través del sistema educativo, fomentando intercambios de experiencias y conocimientos técnicos entre los principales agentes implicados, empresas y ciudadanos en general, así como fomentando la difusión de las mejores prácticas y mejor nivel.

Con un presupuesto de 67 millones €, financia los gastos de proyectos de 3 años de duración en un 75%. Los participantes deberán ser de tres Estados distintos.
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